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Bonilla Ortiz, Juez Ponente 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 15 de agosto de 2024. 

Comparece ante este foro el Sr. William Meléndez 

(señor Meléndez o “el peticionario”) y nos solicita que 

revisemos una Sentencia emitida por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala Superior de San Juan, notificada 

el 5 de abril de 2024.  Mediante el referido dictamen, 

el foro primario declaró Ha Lugar la Solicitud de 

Desestimación y/o Contestación presentada por la Junta 

de Directores de la Cooperativa de Vivienda Los Robles 

(Junta de Directores o “parte recurrida”), 

consecuentemente desestimó con perjuicio la petición de 

revisión judicial presentada por el peticionario. 

En vista de que este recurso se presenta al amparo 

de la Ley General de Sociedades Cooperativas de Puerto 

Rico, Ley Núm. 239 de 1 de septiembre de 2004, 5 LPRA 

sec. 4381 et seq., lo acogemos como un certiorari según 

 
1 Véase Orden Administrativa OATA 2024-082. 
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lo dispone el Art. 35.8. de la Ley Núm. 239-2004, 5 LPRA 

sec. 4588.2 

Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

expedimos el recurso y CONFIRMAMOS la Sentencia 

recurrida. 

I. 

 Conforme surge del expediente de autos, el señor 

Meléndez fue socio de la Cooperativa de Vivienda Los 

Robles (Cooperativa) desde el 1 de mayo de 2020.  Allí 

le fue asignada la unidad 415-B, el cual tenía un pago 

mensual de $262.00.3 

El 7 de agosto de 2023, el señor Meléndez -pro se- 

presentó una Petición de Revisión Judicial sobre una 

Resolución Final emitida por la Junta de Directores el 

10 de julio de 2023.4  En esencia, alegó que mediante la 

resolución emitida por la Junta de Directores, le 

notificaron que había sido expulsado como socio de la 

Cooperativa y, por consiguiente, debía desalojar su 

vivienda y remover sus pertenencias.  No obstante, el 

peticionario sostuvo que la notificación del dictamen 

fue defectuosa, al no coincidir el nombre de la 

Cooperativa, su número de apartamento, ni el municipio.  

Por ello, solicitó la suspensión de la ejecución de la 

resolución.   

 El 26 de septiembre de 2023, la Junta de Directores 

presentó una Solicitud de Desestimación y/o 

 
2 El referido artículo dispone: “Cualquier parte que resulte 

perjudicada por la sentencia del Tribunal de Primera Instancia podrá 

solicitar la revisión de dicho fallo mediante certiorari, dentro de 

los treinta (30) días del archivo en autos de la decisión del 

Tribunal de Primera Instancia. Este término será de carácter 

jurisdiccional.” 
3 Véase, Contrato de Suscripción y Vivienda, págs. 12-19 del 

apéndice del recurso. 
4 Petición de Revisión Judicial, anejo I, págs. 1-19 del apéndice 

del recurso.  
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Contestación.5  Alegaron que, la resolución no adolecía 

de errores, ni estuvo basada en premisas falsas ni 

especulativas.  Esbozaron que, la decisión fue tomada 

debido al incumplimiento por parte del señor Meléndez en 

sus obligaciones con los pagos mensuales 

correspondientes a su apartamento por los pasados seis 

(6) meses, acumulando una deuda de $2,001.00.  Asimismo, 

reconocieron que hubo un error de forma, el cual fue 

corregido cuando le notificaron oportunamente mediante 

correo certificado la resolución. 

 Luego de varios trámites procesales, el 5 de abril 

de 2024, el foro primario emitió la Sentencia recurrida.6  

Mediante esta concluyó que, aunque la Junta de 

Directores indicó erróneamente la dirección del 

peticionario en la certificación de notificación de la 

resolución, ésta fue corregida al notificar el dictamen 

por correo certificado con acuse de recibo.  Por lo 

tanto, denegó la Petición de Revisión Judicial, y 

declaró Ha Lugar la solicitud de desestimación de la 

Junta de Directores. 

 En desacuerdo, el 22 de abril de 2024, el señor 

Meléndez presentó una Moción de Reconsideración de 

Sentencia […].7 

 El 10 de mayo de 2024, la Junta de Directores 

presentó Moción en Cumplimiento de Orden y Contestación 

a Reconsideración de Sentencia.8 

 
5 Solicitud de Desestimación y/o Contestación, anejo II, págs. 20-

30 del apéndice del recurso. 
6 Sentencia, anejo VIII, págs. 87-90 del apéndice del recurso. 
7 Moción de Reconsideración de Sentencia, anejo X, págs. 96-104 del 

apéndice del recurso. 
8 Moción en Cumplimiento de Orden y Contestación a Reconsideración 

de Sentencia, págs. 110-112 del apéndice del recurso. 
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 Evaluadas las mociones, el 21 de mayo de 2024 

mediante Orden, el foro primario denegó la moción de 

reconsideración.9 

 Aún inconforme, el 20 de junio de 2024, el 

peticionario presentó el recurso de epígrafe e hizo el 

siguiente señalamiento de error: 

ERRÓ EL TPI EN SU ESTÁNDAR DE REVISIÓN AL 

ADJUDICAR UNA MOCIÓN DISPOSITIVA CONFORME A 

LA REGLA 10.2 DE PROCEDIMIENTO CIVIL. 

 

El 9 de julio de 2024, la Junta de Directores 

compareció mediante su escrito en oposición.   

Con el beneficio de la comparecencia de ambas 

partes, procedemos a resolver los asuntos ante nuestra 

consideración. 

II. 

-A- 

 El auto de certiorari constituye un vehículo 

procesal discrecional que permite a un tribunal de mayor 

jerarquía revisar las determinaciones de un tribunal 

inferior.  Torres González v Zaragoza Meléndez, 211 DPR 

821 (2023); 800 Ponce de León v. AIG, 205 DPR 163, 174 

(2020); IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 337-

338 (2012); García v. Padró, 165 DPR 324, 334-335 (2005); 

Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 90-92 (2001).  

La determinación de expedir o denegar este tipo de 

recurso se encuentra enmarcada dentro de la discreción 

judicial.  Íd.  De ordinario, la discreción consiste en 

“una forma de razonabilidad aplicada al discernimiento 

judicial para llegar a una conclusión justiciera.”  

Medina Nazario v. McNeil Healthcare LLC, 194 DPR 723, 

729 (2014); Negrón v. Srio. de Justicia, supra, pág. 91.  

 
9 Orden, anejo X, pág. 113 del apéndice del recurso. 
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Empero, el ejercicio de la discreción concedida “no 

implica la potestad de actuar arbitrariamente, en una u 

otra forma, haciendo abstracción del resto del derecho.”  

Íd. 

En lo pertinente al caso de autos, es preciso 

destacar que, según lo establecido en el Artículo 35.8 

de la Ley Núm. 239-2004, “[c]ualquier parte que resulte 

perjudicada por la sentencia del Tribunal de Primera 

Instancia podrá solicitar la revisión de dicho fallo 

mediante certiorari, dentro de los treinta (30) días del 

archivo en autos de la decisión del Tribunal de Primera 

Instancia.”  5 LPRA sec. 4588. 

Por otra parte, a la hora de evaluar un certiorari 

de cualquier naturaleza, la Regla 40 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B R. 40, 

establece los criterios que este foro debe tomar en 

consideración al atender una solicitud de expedición de 

este recurso discrecional.  Estos son: 

(A) Si el remedio y la disposición de la 

decisión recurrida, a diferencia de sus 

fundamentos, son contrarios a derecho.  

 

(B) Si la situación de hechos planteada es 

la más indicada para el análisis del 

problema.  

 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o 

error craso y manifiesto en la apreciación 

de la prueba por el Tribunal de Primera 

Instancia.   

 

(D) Si el asunto planteado exige 

consideración más detenida a la luz de los 

autos originales, los cuales deberán ser 

elevados, o de alegatos más elaborados.  

 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se 

presenta el caso es la más propicia para su 

consideración.   

 

(F) Si la expedición del auto o de la orden 

de mostrar causa no causan un 

fraccionamiento indebido del pleito y una 

dilación indeseable en la solución final 

del litigio.   
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(G) Si la expedición del auto o de la orden 

de mostrar causa evita un fracaso de la 

justicia.  

 

Por lo tanto, para ejercer debidamente nuestra 

facultad revisora es menester evaluar si, a la luz de 

los criterios antes enumerados, se justifica nuestra 

intervención, pues distinto al recurso de apelación, 

este tribunal posee discreción para expedir el auto de 

certiorari.  Feliberty v. Soc. de Gananciales, 147 DPR 

834, 837 (1999).  Por supuesto, esta discreción no opera 

en el vacío y en ausencia de parámetros que la dirijan.  

IG Builders et al. v. BBVAPR, supra; Rivera Figueroa v. 

Joe’s European Shop, 183 DPR 580 (2011). 

-B- 

 La Ley General de Sociedades Cooperativas de Puerto 

Rico, Ley Núm. 239-2004, 5 LPRA sec. 4381, et seq., 

define a las cooperativas como “personas jurídicas 

privadas de interés social, fundadas en la solidaridad 

y el esfuerzo propio para realizar actividades 

económico-sociales, con el propósito de satisfacer 

necesidades individuales y colectivas, sin ánimo de 

lucro.”  5 LPRA sec. 4387.  A su vez, define las 

cooperativas de viviendas como aquellas que “se dedican 

a la administración, compra, construcción, venta, 

alquiler y a cualquier otra actividad relacionada con la 

vivienda y la convivencia comunitaria.”  5 LPRA sec. 

4580.  Su propósito es proveerles “viviendas adecuadas 

a familias de escasos y medianos recursos, asegurar un 

entorno comunitario tranquilo y seguro, educar a socios 

y residentes en los principios de autogestión, 

responsabilidad y convivencia social.”  Íd.   
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La asamblea general, ordinaria o extraordinaria “es 

la autoridad máxima de toda cooperativa y sus decisiones 

son obligatorias para la Junta de Directores, los 

comités y todos los socios.”  5 LPRA sec. 4450.  Ahora 

bien, se excluye de la autoridad de la asamblea la toma 

de aquellas decisiones administrativas que el estatuto 

le delega a la Junta de Directores.  Íd.  La Ley Núm. 

239-2004 establece como se constituirá y operará dicha 

junta.  5 LPRA secs. 4460-4477.  Establece que, entre 

sus deberes, está el “considerar, aprobar o tomar 

determinaciones sobre las solicitudes de ingreso, 

retiros voluntarios o separación de socios” y “responder 

por violación de la ley, las cláusulas y el reglamento”.  

5 LPRA sec. 4468 (c) y (r).  Podrá, además, amonestar, 

imponer penalidades, suspender cualquier servicio, 

separar de sus derechos y requerir el desalojo de todo 

socio o socia que incumpla con sus obligaciones de pago 

o que incurra en conducta indebida, conforme la define 

la sec. 4584 del estatuto.  5 LPRA sec. 4585; Véase, J. 

Directores v. Ramos, 157 DPR 818 (2002). 

El Artículo 35.5 de la Ley de Cooperativas, 5 LPRA 

sec. 4585, provee:  

Cuando un socio incumple con sus 

obligaciones de pago a la cooperativa o 

incurre en conducta indebida, según la 

define sec. 4584 de este título, la Junta 

de Directores podrá, previa citación y 

vista, tomar las siguientes 

determinaciones:  

 

(a) Aceptar las alegaciones del socio y 

archivar el caso;  

 

(b) amonestar al socio verbalmente o por 

escrito;  

 

(c) imponer las penalidades que sean justas 

y proporcionales a la conducta incurrida 

incluyendo condiciones o términos 

probatorios en adición a las que por 

reglamento se permitan;  
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(d) suspender cualquier servicio del cual 

disfrute el socio, que provenga de un área 

común, tales como agua, luz, sistema de TV 

y teléfono o el uso y disfrute de las áreas 

comunes de la cooperativa, en los casos de 

incumplimiento de pago, y  

 

(e) separarlo como socio privándolo de sus 

derechos como tal y concederle un término 

de treinta (30) días para que desaloje la 

unidad. En los casos de separación de socios 

en las cooperativas sometidas al Régimen de 

Vivienda Cooperativa de Titulares, ésta 

podrá adquirir la unidad de vivienda o 

permitir al socio su venta, siguiendo el 

procedimiento dispuesto en el reglamento 

general.  

 

Todas las determinaciones de la Junta 

deberán tomarse dentro de los (30) días 

siguientes a la fecha de la celebración de 

la vista e informarse al socio a su última 

dirección conocida, personalmente o por 

correo certificado, en un plazo no mayor de 

diez (10) días a partir de la toma de tal 

decisión.  

 

Por su parte, el Artículo 35.6, 5 LPRA sec. 4586, 

indica:  

En el caso de las cooperativas de vivienda, 

cuando la Junta de Directores determine que 

un socio se encuentra en mora en el 

cumplimiento de sus obligaciones de 

aportaciones monetarias periódicas 

contraídas con la cooperativa, o haya 

incurrido en conducta indebida o 

inaceptable, según se define en la sec. 4584 

de este título, podrá separar al socio y 

privarlo de sus derechos y beneficios en la 

cooperativa, conforme al procedimiento que 

en adelante se establece:  

 

(a) La Junta deberá concederle al socio la 

oportunidad previa de ser escuchado en 

vista celebrada ante ellas, previa 

notificación realizada por los menos diez 

(10) días antes de la vista. La notificación 

se efectuará personalmente o por correo 

certificado a la última dirección conocida 

del socio.  

 

(b) La notificación deberá incluir la 

fecha, sitio y hora de la vista, una 

declaración de la autoridad legal para 

celebrar la vista, y una declaración corta 

de las alegaciones en contra del socio.  

 

(c) La vista se llevará a cabo de forma 

sencilla e informal, sin necesidad de 

cumplir estrictamente con el procedimiento 
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procesal y evidenciario establecido para el 

sistema adjudicativo, administrativo y 

judicial.  

 

(d) El socio podrá ir representado o 

asistido por un abogado.  

 

(e) Si el socio no compareciere a la vista 

y no justifica su ausencia, la Junta podrá 

proceder a separarlo como socio, privándole 

en su totalidad de los derechos que tenga 

como tal y concederle un término de treinta 

(30) días para que desaloje la unidad. 

 

Ahora bien, una vez haya agotado todos los recursos 

ante la Junta de Directores, la persona que resulte 

perjudicada por una determinación final de esta podrá 

acudir al Tribunal de Primera Instancia para revisar 

dicha determinación: 

Los procedimientos para la revisión 

judicial habrán de iniciarse radicando en 

la sala con competencia del Tribunal de 

Primera Instancia la petición 

correspondiente dentro de los treinta (30) 

días de haberse notificado por correo 

certificado la decisión final de la Junta. 

Este término será de carácter 

jurisdiccional. Copia de la petición se 

enviará a la Junta y a las partes envueltas.  

 

La radicación de la petición de revisión 

judicial no impedirá que se ponga en afecto 

la decisión de la Junta, a menos que, el 

tribunal examinador ordene la suspensión de 

la misma mientras esté pendiente la 

revisión, previa justificación de causa 

para ello.  

 

Cualquier parte que resulte perjudicada por 

la sentencia del Tribunal de Primera 

Instancia podrá solicitar la revisión de 

dicho fallo mediante certiorari, dentro de 

los treinta (30) días del archivo en autos 

de la decisión del Tribunal de Primera 

Instancia. Este término será de carácter 

jurisdiccional.  5 LPRA sec. 4588. 

  

-C- 

 La Regla 10.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. 

V, R. 10.2, permite que un demandado en una demanda, 

reconvención, demanda contra coparte, o demanda contra 

tercero, solicite al tribunal la desestimación de las 

alegaciones en su contra antes de contestarla cuando es 
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evidente de las alegaciones de la demanda que alguna de 

las defensas afirmativas prosperará.  Costas Elena y 

otros v. Magic Sport y otros, 213 DPR ___ (2024), 2024 

TSPR 13; Eagle Security v. Efrón Dorado et al., 211 DPR 

70, 83 (2023); Conde Cruz v. Resto Rodríguez, 205 DPR 

1043 (2020).  A tales efectos, la referida regla lee, en 

lo pertinente, como sigue:  

Toda defensa de hechos o de derecho contra 

una reclamación se expondrá en la alegación 

responsiva excepto que, a opción de la parte 

que alega, las siguientes defensas pueden 

hacerse mediante una moción debidamente 

fundamentada:  

 

(1) falta de jurisdicción sobre la materia;   

 

(2) falta de jurisdicción sobre la persona;   

 

(3) insuficiencia del emplazamiento;   

 

(4) insuficiencia del diligenciamiento del 

emplazamiento;   

 

(5) dejar de exponer una reclamación que 

justifique la concesión de un remedio;   

 

(6) dejar de acumular una parte 

indispensable.  

 

Por consiguiente, para disponer de una moción de 

desestimación por el fundamento de que la demanda no 

expone una reclamación que justifique la concesión de un 

remedio, los tribunales vienen obligados a tomar como 

ciertos todos los hechos bien alegados en la demanda y 

considerarlos de la manera más favorable a la parte 

demandante.  Eagle Security v. Efrón Dorado et al., 

supra, pág. 84; Rivera Sanfeliz et al. v. Jta. Dir. 

FirstBank, 193 DPR 38, 49 (2015); Colón Rivera et al. v. 

ELA, 189 DPR 1033, 1049 (2013).  La demanda no deberá 

ser desestimada a menos que se desprenda con toda certeza 

que el demandante no tiene derecho a remedio alguno bajo 

cualquier estado de hechos que puedan ser probados en 

apoyo de su reclamación.  Consejo de Titulares v. Gómez 
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Estremera et al., 184 DPR 407, 423 (2012); Pressure 

Vessels PR v. Empire Gas PR, 137 DPR 497, 505 (1994).   

Por lo tanto, es necesario considerar si, a la luz 

de la situación más favorable al demandante, y 

resolviendo toda duda a favor de este, la demanda es 

suficiente para constituir una reclamación válida.  

Eagle Security v. Efrón Dorado et al., supra; Pressure 

Vessels PR v. Empire Gas PR, supra, pág. 505.  Tampoco 

procede la desestimación de una demanda, si la misma es 

susceptible de ser enmendada.  Colón v. Lotería, 167 DPR 

625, 649 (2006). 

Ahora bien, una moción de desestimación al amparo 

de la Regla 10.2(5) de Procedimiento Civil, supra, 

obliga al demandante que se opone a establecer por qué 

la reclamación que presentó es del tipo que justifica un 

remedio legal.  Conde Cruz v. Resto Rodríguez, supra.  

Además, la citada norma procesal establece que, si 

en una moción de desestimación en la que se formula la 

defensa número (5) se exponen materias no contenidas en 

la alegación impugnada, y estas no son excluidas por el 

tribunal, la moción deberá ser considerada como una 

solicitud de sentencia sumaria y estará sujeta a todos 

los trámites ulteriores provistos en la Regla 36 de 

Procedimiento Civil (32 LPRA Ap. V, R. 36) hasta su 

resolución final, y todas las partes deberán tener una 

oportunidad razonable de presentar toda materia 

pertinente a tal moción conforme a dicha regla.  Sobre 

ello, el Tribunal Supremo ha expresado lo siguiente:  

La conversión de una moción de 

desestimación en una de sentencia sumaria, 

a tenor con esta regla, puede ocurrir cuando 

cualesquiera de las partes, el promovente o 

el promovido, someten materia que no formó 

parte de las alegaciones, tales como: 

deposiciones, admisiones, certificaciones y 
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contestaciones a interrogatorios. El 

tribunal tiene plena discreción para 

aceptar o no la materia evidenciaria que se 

acompaña. Esta discreción normalmente la 

ejerce tomando en consideración si la 

materia ofrecida y la conversión 

subsiguiente facilitarían o no la 

disposición del asunto ante su 

consideración. Si de la materia ofrecida 

surge que el caso no se debería despachar 

sumariamente y que para su resolución se 

debería celebrar una vista en su fondo, el 

tribunal denegaría tanto la conversión de 

la moción de desestimación en una de 

sentencia sumaria, como la concesión de la 

desestimación.  Si por alguna razón el 

tribunal decide no aceptar la materia 

presentada, el promovente puede presentar 

nuevamente la materia excluida como 

documentos que acompañen una moción de 

sentencia sumaria.  Capeles v. Alejandro, 

143 DPR, 300, 309 (1997).  (Citas omitidas). 

 

III. 

 En primer lugar, es preciso destacar que el asunto 

planteado en el recurso de epígrafe es susceptible de 

revisión por parte de este foro revisor mediante el auto 

discrecional de certiorari, de conformidad con el 

Artículo 35.8 de la Ley Núm. 239-2004, supra.10  Así, 

analizado el recurso, a la luz de los criterios de 

nuestra Regla 40, supra, resolvemos expedir el recurso 

de epígrafe, para confirmar la actuación del foro 

primario.  Veamos. 

En el caso de autos, el señor Meléndez alega que 

incidió el foro primario al desestimar su recurso, sin 

darle la oportunidad de enfrentar las alegaciones de 

morosidad en un procedimiento ordinario.  Sostiene que, 

la Junta de Directores falló en diligenciar 

adecuadamente la citación para la presunta vista de 

morosidad y posteriormente, en notificarle la resolución 

 
10 “Cualquier parte que resulte perjudicada por la sentencia del 

Tribunal de Primera Instancia podrá solicitar la revisión de dicho 

fallo mediante certiorari, dentro de los treinta (30) días del 

archivo en autos de la decisión del Tribunal de Primera Instancia. 

Este término será de carácter jurisdiccional”. 
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que lo expulsaba de ser socio.  A su vez, arguyó que no 

es proporcional que sea expulsado, sin antes ofrecerle 

un plan de pago. 

Mientras que la Junta de Directores cuestiona 

principalmente la jurisdicción del foro primario para 

atender los méritos del recurso de revisión judicial del 

señor Meléndez, puesto que, presentó el recurso de 

revisión judicial contra la Junta de Directores, y no 

contra la Cooperativa, quien es la parte que ostenta la 

personalidad jurídica y capacidad para demandar y ser 

demandada.  A su vez, que dicho recurso no fue notificado 

de manera simultánea.  No obstante, reiteran que la 

Resolución que emitieron le fue notificada debidamente 

al peticionario por correo certificado, conforme dispone 

la Ley. 

Luego de examinar el recurso y su oposición, somos 

del criterio que no incidió el foro primario en 

desestimar el recurso instando por el peticionario.  El 

señor Meléndez fue citado a una vista administrativa 

debido a su incumplimiento con las obligaciones 

económicas ante la Cooperativa, sin embargo, no 

compareció.  Posteriormente, la Junta de Directores, 

conforme al Artículo 35.5 de la Ley 239-2004, supra, 

tomó la decisión de dar de baja al señor Meléndez, como 

socio de la Cooperativa.  La Resolución fue emitida el 

5 de julio de 2023, siendo notificada el 10 de julio de 

2023, mediante correo certificado a su dirección. 

Así las cosas, no hallamos que el foro primario 

abusase de su discreción o incurriese en un error 

manifiesto al desestimar el reclamo del señor Meléndez. 

De igual forma, evaluamos el hecho que el 

peticionario instó ante el foro a quo una petición de 
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revisión judicial respecto a una determinación que tomó 

la Junta de Directores.  Sin embargo, no esbozó ninguna 

alegación específica en contra de ningún miembro 

particular de la Junta de Directores en su carácter 

personal, ni posteriormente, enmendó el recurso para 

incluir a la Cooperativa como parte demandada. 

Por lo tanto, el error señalado por el señor 

Meléndez no fue cometido por el foro primario.  

Consecuentemente, concluimos que actuó correctamente el 

Tribunal de Primera Instancia al emitir su dictamen. 

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, expedimos el 

recurso y CONFIRMAMOS la Sentencia recurrida. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


